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l. ASPECTOS FORMALES DEL NUEVO REGLAMENTO DE LA CURIA 
ROMANA 
La consto ap. Pastor Bonus1 se refiere al Reglamento general de la 
curia en estos términos: «A esta constitución apostólica se añade el 
Reglamento General de la Curia Romana, es decir, las normas comunes 
en las que se determina el orden y el modo de tratar los asuntos en la 
misma Curia, permaneciendo firmes las normas generales de esta 
Constitución» (art. 37). 
1. 28 .V1.1988, en AAS, 80 (1988), pp. 841-912. 
rus CANONICUM, XXXII, n. 64, 1992,501-529. 
502 ANTONIO VIANA 
En ejecución de la norma citada, el Reglamento se ha publicado el 
4.11.1992, entrando en vigor tres meses después de esta fecha2. For-
malmente se trata de una norma publicada por el Secretario de Estado, 
después de que el texto hubiera recibido una aprobación en forma común 
por parte del Romano Pontífice. A diferencia del anterior Reglamento de 
la curia, publicado sólo un año después de la promulgación de la const. 
ap. Regimini Ecclesiae Universae3, el Reglamento actual ha necesitado 
cuatro años de trabajos preparatorios antes de ser publicado. Con todo, 
el texto definitivo ha sido aprobado «ad quinquennium», como expresa-
mente se indica en el preámbulo del documento. 
Desde el punto de vista del sistema de normas establecido por el 
CIC, el acto publicado pertenece indudablemente al género de las normas 
administrativas generales emitidas por titulares del poder ejecutivo. Las 
dudas pueden versar sobre si el acto del Secretario de Estado publicando 
estas normas reglamentarias debe reconducirse a los decretos generales 
ejecutorios (c. 31), a las instrucciones (c. 34) o incluso a los «ordines» 
del c. 95. A mi juicio se trata de un decreto general ejecutorio, ante todo 
porque el propio Reglamento de la curia se presenta como desarrollo 
normativo específico del art. 37 de la const. Pastor Bonus, ya citado. 
Por otra parte, los decretos generales del c. 31 pueden publicarse en 
documentos de terminología variada (cfr. c. 33 § 1) y su promulgación y 
vacación ha de observar lo dispuesto en el c. 8 § 1 (cfr. c. 31 § 2), como 
ha ocurrido en este caso. Además, el contenido del Reglamento de la 
curia puede reconducirse en buena parte a las previsiones contenidas en 
los cc. 34 (instrucciones) y 95 (<<ordines»); pero trasciende al mismo 
tiempo, en muchos aspectos, la mera organización y procedimiento 
interno de los dicasterios de la curia romana, y afecta también a los 
destinatarios del gobierno central de la Iglesia. 
Precisamente es esta referencia a los terceros interesados o afectados 
por la actividad de la curia romana la que estimula la valoración del con-
tenido de estas normas. No hay que olvidar tampoco que la jurispru-
dencia y praxis de la curia romana constituyen fuentes de derecho 
2. Cfr. AAS, 84 (1992), pp. 201-267. 
3 . Cfe. const. ap. Regimini Ecclesiae Universae, 15.VIII.1967, en AAS, 59 (1967), 
pp. 885-928; Regolamento Generale della Curia Romana 2.I1I .1968, en AAS, 60 (1968), 
pp. 129-176. 
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supletorio para colmar las lagunas legales4, y precisamente las nonnas 
reglamentarias de la curia establecen y penniten valorar el procedimiento 
de fonnación de sus actos jurídicos. Todos estos elementos, a los que se 
añade una cierta razón de ejemplaridad de la curia romana respecto de los 
demás gobernantes eclesiásticos, justifican la promulgación oficial del 
Reglamento y al mismo tiempo estimulan su interpretación. Por lo 
demás, aunque el contenido de estas nonnas parezca más bien modesto, 
el Reglamento contiene algunas determinaciones de interés en aspectos 
no regulados directamente por la const. Pastor Bonus. 
Otro aspecto formal que puede destacarse en estas consideraciones 
iniciales es que el Reglamento vigente, al tiempo que es concebido como 
nonna administrativa ejecutoria de la ley pontificia sobre la curia, viene a 
su vez completado por las normas reglamentarias de cada dicasterio, que 
son frecuentemente mencionadas en el texto general5, según lo previsto 
en el arto 38 de la const. Pastor Bonus. 
11. CONTENIDO MATERIAL 
El Reglamento general de la curia romana consta de dos partes clara-
mente diferenciadas. La primera de ellas (arts. 1-81) trata del personal al 
servicio de la curia: dirección y plantilla orgánica, selección y nombra-
miento, atribuciones y deberes propios del oficio, cese, situación labo-
ral, eventuales sanciones administrativas, etc. 
Estas normas se dirigen a las personas ·que trabajan en los dicas-
terios de la curia (Secretaría de Estado, congregaciones, tribunales, con-
sejos y officia), en los Institutos curiales (Prefectura de la Casa Ponti-
ficia y Oficina de las celebraciones litúrgicas del Sumo Pontífice), y 
también al personal de los organismos vinculados con la Santa Sede, 
salvo disposición en contrari06• 
En esta nueva reglamentación de los oficios curiales han influido las 
disposiciones ya establecidas en la const. Pastor Bonus y sobre todo los 
criterios expuestos por Juan Pablo 11 sobre el significado especial del 
4 . Cfr. c. 19. 
5. Cfr. art. 1 § 2 del Reglamento. 
6 . Cfr. art. 1 §§ 1 Y 3 del Reglamento. en relación con los arts . 2 §§ 1 Y 3 Y 186-
193 de la const. Pastor Bonus. 
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trabajo prestado a la Santa Sede. Estos criterios se encuentran particu-
larmente desarrollados en la carta que el Papa dirigió el 20.X1.1982 al 
Cardenal Secretario de Estado, que fue publicada como apéndice al texto 
oficial de la const. Pastor Bonus. El Reglamento de la curia expresa, en 
efecto, que quienes trabajan en los dicasterios prestan un servicio 
eclesial, en cuanto que participan de forma más o menos próxima en la 
misión universal del Romano Pontífice7• Este planteamiento institucional 
incide en el propio estilo laboral en la curia y en la conducta personal8, 
de manera que se prohíbe expresamente, por ejemplo, la prosecución de 
intereses privados en el desarrollo de la propia tarea9• Al mismo tiempo, 
se establece el deber de trabajar con diligencia, sentido de responsabi-
lidad y espíritu de colaboración 10, y la obligación de observar el secreto 
de oficio, con particular referencia al secreto pontificio 11. 
La segunda parte del Reglamento contiene las normas generales 
sobre el procedimiento a seguir en el trabajo de los dicasterios (arts. 
82-130). 
Como expresión del impulso dado por la const. Pastor Bonus a los 
cauces para la relación estable entre las Iglesias particulares y la curia ro-
mana, el Reglamento contiene diversas disposiciones sobre la materia12. 
La formulación de la consulta a las Iglesias particulares es más limitada 
en el Reglamento que en la propia const. Pastor Bonus. En efecto, mien-
tras que el arto 26 § 1 de la ley pontificia parece establecer la obligación 
de consultar a las Iglesias particulares y organismos episcopales cuando 
se trate de preparar documentos de mayor importancia que tengan 
7 . Cfr. arto 34 § lo 
8. Cfr. arts. 35 ss. 
9. Cfr. art. 42/h. 
10. Cfr. art. 35. 
11. Cfr. art. 38. 
12. El Reglamento expresa el deber de los dicasterios de informar y oír el parecer de 
las Iglesias partiC:l!lares en los asuntos que hayan propuesto a la curia (cfr. art. 123). Los 
arts. 124-127 establecen normas sobre la preparación y el desarrollo de las visitas «ad li-
mina», las informaciones sobre el estado de las diócesis y la colaboración de los represen-
timtes pontificios. El art. 107/b y c expresa, por su parte, que al examinar los diversos 
problemas, los dicasterios deben tener en cuenta el ámbito propio de las Iglesias particula-
res y las facultades que les corresponden en la estructura de la Iglesia; y, al mismo tiempo, 
deben actuar de acuerdo con las Iglesias particulares y los organismos episcopales compe-
tentes, al estudiar los problemas más importantes. 
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carácter general 13 , el art. 115 § 4 del Reglamento concibe más bien la 
consulta como una cuestión de oportunidad que valorará el propio 
dicasterio al preparar el documento l4. También en relación con el arto 26 
de la consto Pastor Bonus, el art. 115 § 7 del Reglamento subraya la 
obligación de notificar a los obispos interesados los documentos que les 
afecten, antes de su publicación. 
Es en estas normas sobre el procedimiento a seguir en los 
dicasterios donde se encuentran las novedades de mayor interés en 
relación con la nonnativa reglamentaria anterior. Todo parece indicar que 
han influido en estas nuevas disposiciones el esfuerzo formalizador 
manifestado en el libro I del CIC y, en general, el mayor desarrollo del 
derecho administrativo canónico durante los últimos años. Baste señalar 
en este sentido que los títulos relativos a la «competencia y tareas de los 
dicasterios», «coordinación» de los mismos, «preparación y publicación 
de los documentos», «preparación de rescriptos», «procedimiento para 
el examen de los recursos» y otros, se incluyen por primera vez dentro 
del Reglamento general de la curia. 
Sin detenemos en todos estos sugerentes aspectos de la nueva 
regulación (los especialistas valorarán con más detalle, por ejemplo, la 
«procedura per l'esame dei ricorsi», de los arts. 118 ss.) fijaremos 
nuestra atención en dos de ellos. En primer lugar, la contribución del 
Reglamento al desarrollo de la coordinación administrativa entre los 
dicasterios; en segundo lugar, el aspecto relativo a la regulación de las 
aprobaciones pontificias en fonna específica. 
111. LA COORDINACIÓN ADMINISTRA TIV A 
El nuevo Reglamento de la curia incluye un título específicamente 
dedicado a la «coordinación de los dicasterios», integrado solamente por 
13. «Crebrae relationes foveantur cum Ecclesiis particularibus coetibusque Episco-
porum, eorum consilium exquirendo, cum agitur de apparandis documentis maioris mo-
menti, indolem generalem habentibus ... 
14 . «Dopo un primo es ame del progetto di documento, il Capo Dicastero, sen tito il 
parere del Congresso, indichera a quali al tri Dicasteri debba essere inviato per eventuali 
osservazioni, e valutera anche l'opportunita di sentire in merito il parere di Organismi 
episcopali o di alcuni Vescovi competenti delle aree geografiche maggiormente interessate 
al problema .. : arto 115 § 4 del Reglamento . 
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el arto 114, con tres parágrafos. Sin embargo, este criterio organizativo 
inspira también el contenido de otras normas del Reglamento, en 
particular los títulos dedicados a las «reuniones de Cardenales» (arts. 82-
84), las «reuniones interdicasteriales» (arts. 85-95), e incluso los dedi-
cados a la preparación de documentos y rescriptos (arts. 115-117). 
Se trata de una materia de interés en el ámbito de la curia romana. 
Por una parte, la curia es un conjunto orgánico relativamente complejo, 
al que están adscritas diversas personas. Por otra parte, según el arto 14 
de la consto Pastor Bonus la competencia de los dicasterios se determina 
normalmente en razón de la materia. En consecuencia, no es impensable 
la posibilidad de dudas sobre las respectivas competencias, la existencia 
de concurrencias funcionales sobre un mismo asunto e incluso los con-
flictos de competencia positivos o negativos, según que dos o más dicas-
terios invoquen su legitimación para actuar o bien ninguno de ellos 
quiera ocuparse del asunto15. 
Por esos motivos la coordinación constituye un principio inspirador 
de la actividad administrativa que tiene ante todo un sentido preventivo, 
ya que ayuda a evitar la duplicidad de actuaciones, los conflictos de 
competencias y, en general, las actividades dispersas o contradictorias. 
De manera positiva la coordinación encauza y ordena las actuaciones. Se 
entiende, por tanto, la oportunidad de que la coordinación tenga conve-
nientes desarrollos organizativos previstos en las mismas normas. 
El Reglamento establece diversos cauces para el desarrollo de la 
coordinación administrativa. Estas son las previsiones reglamentarias 
más importantes: 
a) la convocatoria pontificia de Consistorios ordinarios y extraor-
dinarios de Cardenales que pueden tener por objeto, entre otras cues-
tiones, el examen de la actividad de la curia romana16; 
b) la convocatoria, por parte del Secretario de Estado con mandato 
del Papa, de los Cardenales Jefes de los dicasterios algunas veces al 
año17; 
15. Corresponde al Tribunal de la Signatura Apostólica la solución de los conflictos 
de competencia entre los dicasterios. Cfr. arto 113 del Reglamento. 
16. Cfr. art. 82 en relación con el art. 114 § l. 
17. Cfr. art. 83 en relación con el art. 114 § l. 
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c) la convocatoria y presidencia por parte del Secretario de Estado, 
con la colaboración del Cardenal Presidente de la Prefectura de los 
Asuntos Económicos de la Santa Sede, del Consejo de Cardenales para 
el estudio de los problemas organizativos y económicos de la Santa 
Sede18; 
d) las diversas reuniones interdicasteriales (comunes a varios dicas-
terios) previstas en el Reglamento. Entre ellas: 
- la convocatoria, por parte del Secretario de Estado con el con-
sentimiento del Papa, de los Jefes de algunos dicasterios para examinar 
cuestiones de interés común19; 
- otras reuniones interdicasteriales de Superiores de varios dicas-
terios, convocadas por el Jefe del dicasterio que haya comenzado a 
estudiar un asunto de común interés20; 
- las reuniones de Secretarios, Subsecretarios y Oficiales de 
diversos dicasterios, convocados por iniciativa del Sustituto para los 
Asuntos Generales de la Secretaría de Estado, o bien por disposición de 
los Superiores (en el caso de los Subsecretarios y Oficiales)21; 
e) las reuniones de las comisiones interdicasteriales establecidas 
pennanentemente en la curia romana para tratar cuestiones que requieren 
una recíproca y frecuente consulta. Son convocadas por el presidente de 
la Comisión correspondiente, nombrado por el Papa22. 
Como puede observarse, la dirección de la tarea de coordinación 
dentro de la curia sigue correspondiendo en buena medida al Cardenal 
Secretario de Estado. Sin embargo, además de los casos en que la ini-
ciativa coordinadora corresponde personalmente al Romano Pontífice, la 
actividad del Secretario de Estado está sujeta a ciertos controles o apro-
baciones del Papa, e incluso en algunos casos de reuniones interdi-
casteriales se reconoce la iniciativa de los propios Jefes de los dicasterios 
18. Cfr. art. 84 en relación con el art. 114 § 1. Este Consejo cardenalicio está pre-
visto en el art. 24 de la consto Pastor Bonus. Es convocado ordinariamente dos veces al 
año. 
19. Cfr. art. 85. 
20. Cfr. art. 21 § 1 de la const. Pastor Bonus en relación con el art. 86 del Re-
glamento. Para estas reuniones interdicasteriales previstas en los arts. 85 y 86 del 
Reglamento, está previsto un procedimiento regulado en sus arts. 87-89. 
21. Cfr. arts. 91 y 92 del Reglamento. 
22. Cfr. art. 93 del Reglamento en relación con el art. 21 § 2 de la const. Pastor 
Bonus. Sobre las comisiones interdicasteria1es ya constituídas en la curia romana, cfr. J.-
B. D'ONORIO, Le Pape et le gouvemement de l'Église, Paris 1992, pp. 463 ss. 
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interesados, de acuerdo con lo ya previsto en el art. 21 de la const. 
Pastor Bonus. 
Además de estos desarrollos de la coordinación administrativa se 
encuentran en el Reglamento de la curia otras previsiones de interés, ya 
reguladas en general por la const. Pastor Bonus. Por ejemplo, el 
Reglamento establece que los documentos generales preparados por uno 
o varios dicasterios, deben ser comunicados a otros dicasterios en orden 
a posibles enmiendas y para su ejecución concorde23 • Es posible 
también la publicación conjunta de documentos en las materias 
comunes24. 
IV. LA NUEVA REGULACION DE LAS APROBACIONES PONTIFICIAS EN 
FORMA ESPECÍFICA 
El Reglamento de la curia contiene algunas detenninaciones de inte-
rés en la importante y discutida materia de las aprobaciones pontificias de 
actos y documentos de la curia. Antes de examinar las soluciones regla-
mentarias conviene recordar el contexto propio de esta materia y conocer 
el status quaestionis de la doctrina científica al respecto. 
1. Las aprobaciones pontificias en el contexto de la potestad 
normativa de la curia romana 
Modernamente las aprobaciones pontificias sobre actos de la curia se 
encuadran en el género de los controles administrativos canónicos. En 
general, «la aprobación es una actividad de control mediante la cual el 
superior emite un juicio favorable de legitimidad o de oportunidad acerca 
de un acto, permitiéndole que despliegue todos sus efectos que mientras 
tanto quedan en suspenso. Es, por tanto, un control consecutivo al acto 
controlado, cuya eficacia limita»25. 
En el marco de los actos normativos de la curia romana la apro-
bación pontificia expresa una intervención personal del Papa sobre el 
23. Cfr. arto 114 § 3. 
24. Cfr. arto 115 § 1. 
25. V. GÓMEZ-JGLESIAS, La «aprobación especifica» en la «Pastor Bonus» y la 
seguridad jurfdica, en «Fidelium Jura», 3 (1993) (sic), pp. 392 Y 393. 
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acto de un dicasterio ya completo, aunque todavía no eficaz; es decir, sin 
capacidad para producir efectos jurídicos. En la práctica, una vez con-
cedida la aprobación, el acto del dicasterio se publica incluyendo la 
cláusula de aprobación pontificia correspondiente, desplegando todos 
sus efectos. 
A partir sobre todo de la praxis del gobierno central de la Iglesia, la 
ciencia canónica ha distinguido generalmente entre aprobaciones (con-
fmnaciones) pontificias en forma común yen forma específica o ex certa 
scientia26• La confirmación en forma común añade al acto confirmado 
«una cualidad externa de robustecimiento y afirmación»27, ad maiorem 
auctoritatem et robur, pero sin que suponga efectos jurídicos esencial-
mente diversos de los que se derivarían del acto publicado sin esa 
aprobación. Por eso, la intervención del Pontífice no afecta a la natu-
raleza del acto aprobado, que permanece bajo la responsabilidad de su 
autor, ni sana o elimina sus posibles vicios. En cambio, ya en el ius 
vetus la confirmación específica «confirma, corrobora, un acto o situa-
ción jurídica con atento examen y conocimiento de las circunstancias»28. 
La diferencia es importante porque «los actos confirmados específi-
camente por el Papa podrán derogar las prescripciones del derecho 
común, ya que el efecto típico de una confirmación en forma específica o 
ex certa scientia es equiparar el acto así confirmado al acto del Romano 
Pontífice o, según algunos, convertirlo en un acto complejo o mixto del 
Papa y de la autoridad inferior cuyo acto es confirmado, o, incluso, en 
acto pontificio»29. La confirmación en forma específica permite presumir 
en el Romano Pontífice el conocimiento de la efectiva validez o invalidez 
26. Cfr., con carácter general, N. DEL RE, La Curia Romana. Lineamenti storico-giuri-
dici, 3" ed., Roma 1970, pp. 57 SS.; J.-B. D'ONORIO, Le Pape, cit., pp. 115 ss. Aunque no 
han faltado intentos de distinguir teóricamente entre «aprobación» y «confirmación», en 
la práctica histórica y actual ambos vocablos se utilizan indistintamente: cfr. V. GÓMEZ-
IGLESIAS, arto cit., pp. 392 Y 393; J.B. D'ONORIO, Le Pape, cit., p. 114, nota 121. 
27. V. GÓMEZ-IGLESIAS, Naturaleza y origen de la confinnación «ex certa scientia», en 
«Ius Canonicum», 25 (1985), p. 114. 
28. ¡bid., p. 114. 
29. V. GÓMEZ-IGLESIAS, La «aprobación especifica», cit., en nota 25, p. 391. Sobre 
la equiparación de estos actos confirmados en forma específica con los actos pontificios, 
cfr. L. DE LUCA, Confirmatio apostolica accidentalis (<<Studi Economico-Giuridici»), Roma 
1948, pp. 60, 111, 132-133. Por su parte, afirma D'ONORJO: «la confirmatío ex scientía 
certa seu ín fomla specifica confere au document un caractere proprement pontifical: le 
Saint-Pere l'adopte et le fait personnellement et solennellement sien»: Le Pape, cit., p. 
116. 
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del acto sometido a aprobación. En el primer caso expresa una ratifi-
cación especial y personal por parte del Papa; en el segundo caso, tiene 
efectos sanatorios de aquellos defectos sanables de que adolecía el acto 
antes de la actuación pontificia3o. 
Es importante tener en cuenta que las aprobaciones pontificias po-
dían y pueden referirse, tanto a lo que hoy denominamos actos adminis-
trativos singulares (por ejemplo, aprobación de un privilegio, de una 
dispensa o de un decreto singular), como también a normas generales 
emitidas por los dicasterios. La relación entre aprobaciones pontificias y 
normas generales de la curia se ha planteado sobre todo en nuestra 
época, a raíz de la promulgación del CIC de 1917. 
En efecto, la const. Immensa Aeterni Dei de Sixto V (22.1.1588) 
establecía la intervención personal del Papa en los asuntos más impor-
tantes tramitados por las congregaciones romanas31 . Cuatro siglos más 
tarde, la const. ap. Sapienti Consilio de Pío X (29.VI.1908) mantuvo 
este requisito aprobatorio, pero con dos importantes excepciones expre-
samente señaladas: la primera se refería a las decisiones adoptadas por 
los jefes de los dicasterios con un previo mandato especial del Papa; la 
segunda, a las sentencias de la Rota y de la Signatura Apostólica 
pronunciadas en el ámbito de su competencia32• 
Las determinaciones de la const. Sapienti Consilio fueron expresa-
mente asumidas por el c. 244 § 2 del CIC de 191733. Precisamente en el 
mismo año de la promulgación del CIC antiguo, Benedicto XV quiso 
asegurar la estabilidad del cuerpo legal regulando la posible actividad 
normativa contra Codicem de las congregaciones. Mediante el M.P. 
Cum Iuris Canonici (15.IX.1917)34, Benedicto XV prohibió a las 
30 . Cfr. L. DE LUCA, op. cit., p. 97. 
31. «Graviora yero quaecumque ad nos vel sucessores nostros deferantur, ut quid se-
cundum Deum expediat, eius gratia adiuvante, mature statuamus»: en «Bullarium Roma-
num», ed. Taurinensis, 8 (1863), col. 997 § 3. 
32. «Praeterea, sententiae quaevis, sive gratiae via, sive iustitiae, pontificia appro-
batione indigent, exceptis iis pro quibus eorundem Officiorum, Tribunalium et Congre-
gationum Moderatoribus speciales facultates tributae sint, exceptisque semper sententiis 
tribunalis Sacrae Rotae et Signaturae Apostolicae de ipsarum competentia latis»: en AAS, 1 
(1909), pp. 7-19 (p. 18). 
33. «Gratiae quaevis ac resolutiones indigent pontificia approbatione, exceptis iis 
pro quibus eorundem Officiorum, Tribunalium, Congregationum Moderatoribus speciales 
facultates tributae sint, exceptisque sententiis Tribunalis Sacrae Romanae Rotae et Signa-
turae Apostolicae». 
34. Cfr. AAS, 9 (1917), pp. 483-484. 
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congregaciones romanas la modificación del CIC de 1917 a través de 
normas generales, permitiendo únicamente la emisión de Instrucciones 
«quasi quaedam explanationes et complementa canonum» (n. III). Con 
todo, en el caso de que una grave necesidad de la Iglesia exigiera un 
decreto general incompatible con el CIC, el M.P. Cum Iuris Canonici 
establecía que la Congregación correspondiente tenía que informar al 
Papa. Obtenida la aprobación pontificia del decreto, debía observarse un 
procedimiento derogatorio o, en su caso, integrador del texto del CIC, 
en el que debía intervenir el Consejo para la interpretación auténtica del 
CIC, instituido por el citado M.P. benedictin035. 
Sin embargo, las previsiones y cautelas establecidas por Benedicto 
XV no tuvieron pleno éxito, como es sabido. Se dio el caso de Instruc-
ciones publicadas por las congregaciones que, a pesar de su teórico ca-
rácter administrativo subordinado a la ley (<<quasi quaedam explanationes 
et complementa canonum»), contravenían 10 que el CIC había dispuesto 
sobre la misma materia y tampoco habían seguido el procedimiento 
derogatorio o integrador antes recordad036• Años más tarde, en el perío-
do posterior al Concilio Vaticano JI, algunos «directorios» (documentos 
de carácter exhortativo-pastoral, sin pretensiones directamente norma-
tivas) publicados por la curia contenían innovaciones incompatibles con 
35. El n. III del M.P. disponía lo siguiente: «Si quando, decursu temporum, Ecc1esiae 
universae bonum postulabit, ut novum generale decrelum ab aliqua Sacra Congregatione 
condatur, ea ipsa decretum conficiat, quod si a Codicis praescriptis dissentiat, Summum 
Pontificem de eiusmodi discrepan tia moneat. Decrelum aulem, a Pontifice adprobatum, 
eadem Sacra Congregatio ad Consilium deferat, cuius eril, ad Decreti sententiam, canonem 
vel canones redigere. Si decretum e praescriplo Codicis discrepel, Consilium indicet 
cuinam Codicis legi nova lex sufficienda sit; si in decrelo res verlelur de qua Codex sileat, 
Consilium constituat quo loco novus canon vel novi canones sint in Codicem inserendi, 
numero canonis, qui proxime antecedit, bis, ter, etc. repetilo, ne canon sede sua moveatur 
ullus aut numerorum series quoquo pacto perturbetur. Quae omnia, statim post Sacrae 
Congregationis Decretum, in Acta Apostolicae Sedis referantur». 
36. Así, por ejemplo, la instr. Provida Mater Ecclesia de la Congregación para la 
disciplina de los Sacramentos sobre el procedimiento que debían seguir los tribunales 
diocesanos al juzgar las causas de nulidad matrimonial: 15.VIII.1936, en AAS, 28 (1936), 
pp. 313-370. Sobre éste y otros ejemplos, cfr. A. VIANA, La potestad de los dicasterios de 
la curia romana, en «Ius Canonicum», 30 (1990), pp. 97 ss.; M.J. CIÁURRIZ LABIANO, Las 
disposiciones generales de la Administración eclesiástica, en AA. VV., «Le nouveau Code 
de Droit Canonique», 1, OUawa 1986, pp. 216 ss.; J.-B. n'ONORIO, Le Pape, cit. en nota 26, 
pp. 110 ss. 
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lo previsto en la legislación entonces vigente37, llegándose a dar el caso 
de directorios sin aprobación pontificia ni promulgación oficial discor-
dantes con algunas previsiones del Concilio Vaticano n38• 
Todos estos casos crearon cierta inseguridad jurídica. El desequi-
librio no derivaba propiamente de la mera sucesión de normas (las leyes 
no gozan de una estabilidad absoluta y pueden o incluso deben ser 
derogadas en función de las nuevas necesidades del Pueblo de Dios). No 
era un prurito conservador el que inspiraba ya la preocupación de desta-
cados representantes de la ciencia canónica del momento, sino la confu-
sión que se manifestaba en los casos referidos y la consiguiente difi-
cultad de los destinatarios para identificar con exactitud las normas vi-
gentes y el alcance de sus obligaciones39• Además, si se consideran las 
particulares obligaciones de conciencia que comportan las normas canó-
nicas, los aspectos relativos al ejercicio de la potestad normativa central 
no son meros formalismos vacíos de significado, sino cuestiones a veces 
importantes y delicadas. 
En este contexto continuaban publicándose documentos generales de 
la curia aprobados por el Papa. Los autores se esforzaban por distinguir 
37 . Sobre la problemática general de los directorios es ya clásica la monografía de J. 
OTADUY, Un exponente de la legislaci6n postconciliar. Los directorios de la Santa Sede, 
Pamplona 1980. 
38. Así, a pesar de la importante función del Vicario general en la diócesis, calificado 
expresamente por el decr. Christus Dominus n. 27 como «officium eminens» de la curia 
diocesana, el Directorio Ecclesiae [mago de la Congr. para los Obispos facultaba al Obispo 
diocesano para constituir uno o más Vicarios episcopales en lugar del Vicario general. Cfr. 
Directorium «Ecclesiae [mago» de pastorali ministerio episcoporum, 22.11.1973, n. 202, 
en «Enchiridion Vaticanum», 4 (1978), pp. 1226-1487. Esta posibilidad ha sido expresa-
mente rectificada por el CIC de 1983, de acuerdo con lo previsto en Christus Dominus n. 
27, al establecer la constitución preceptiva del Vicario general en la diócesis (cfr. c. 475 § 
1), que es, en cambio, facultativa tratándose del Vicario episcopal (cfr. c. 476). Quizás el 
ejemplo parezca poco importante, pero es a mi juicio expresivo de cómo un documento cu-
rial sin pretensiones legislativas (el preámbulo del directorio hablaba de «generaliores 
suggestiones, exempla, consilia, indolis quidem pastoralis, at non praeceptivae») pudo 
llegar a incluir previsiones difícilmente compatibles con lo dispuesto nada menos que en 
un Concilio Ecuménico. 
39. Gráficamente observaba Lombardía, refiriéndose a los directorios postconcilia-
res, que «esta figura se ha utilizado sin precisar su naturaleza y su alcance. A este elemento 
de inseguridad se unen otros, puesto que resulta difícil definir cuándo mandan y cuándo ex-
hortan, cuándo recogen el Derecho anterior y cuándo lo modifican, cuándo alientan genéri-
camente a autoridades eclesiásticas inferiores y cuándo les atribuyen específicas responsa-
bilidades y competencias»: P. LOMBARDIA, Recensi6n a la obra de J. OTADUY GUERlN, Un 
exponente de legislaci6n postconciliar. Los directorios de la Santa Sede, Pamplona 1980, 
en «Ius Canonicum», 21 (1981), p. 934. 
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si se trataba de aprobaciones comunes o específicas, teniendo en cuenta 
los diferentes efectos que se derivaban de las normas aprobadas en uno y 
otro caso. Con frecuencia la atención se centraba en las cláusulas apro-
batorias incluidas en los documentos publicados, que no lograban ofre-
cer soluciones claras al problema y a veces provocaban notables diver-
gencias en la interpretación de los autores40. Sin considerar ahora el 
problema de la revisión canónica de los actos publicados con aprobación 
papal41 , lo cierto es que existía el peligro de que los dicasterios de la 
curia eludieran su responsabilidad en el gobierno, sometiendo a la apro-
bación del Pontífice algunas decisiones que podrían integrarse en la 
potestad administrativa vicaria de aquéllas. En el extremo contrario exis-
tía también el peligro de que los dicasterios intervinieran excesivamente 
en el ámbito legislativo al socaire de la autoridad pontificia. 
Era urgente progresar hacia fórmulas canónicas que distinguieran 
convenientemente entre el poder legislativo pontificio yel poder admi-
nistrativo de las congregaciones, con el fin de lograr un gobierno central 
más ordenado y sensible hacia las situaciones de los destinatarios de las 
normas. En definitiva, lo que se planteaba era una adecuada formulación 
del principio de distinción (no separación) de poderes en el ejercicio del 
gobierno central. Así lo reconocía en buena medida el principio n. 7 
aprobado por el Sínodo de los obispos de 1967 para inspirar la reforma 
del CIC de 191742, y la propia Secretaría de la Comisión de reforma43. 
La const. Regimini Ecclesiae Universae de Pablo VI (15.Vm.1967) 
expresó mediante una cláusula de amplia formulación la necesidad de 
que las decisiones de los dicasterios fuesen aprobadas por el Papa, sin 
40 . Así, por ejemplo, ·N. DEL RE señala que la fórmula «approbavit et confirmavit» 
sirve para designar una aprobación común (cfr. La Curja Romana, cit., en nota 26, p. 57); 
en cambio, L. MIGUÉLEZ señala en su comentario al dir. Ad Tolam Ecclesjam que en este do-
cumento la cláusula citada expresa una aprobación en forma específica (cfr. Derecho 
Can6nico postconciUar. 2' ed., Madrid 1969, p. 236). 
41. Cfr. los ce. 1683 del CIC 1917 y 1405 § 2 del CIC 1983 sobre la aperitio oris, 
que constituye el único título para que un juez pueda resolver sobre un acto o instrumento 
confirmado en forma específica por el Papa. 
42. «Potestatis eccIesiasticae cIare distinguantur diversae functiones, videlicet legis-
lativa, administrativa et iudicialis, atque apte definiantur a quibusdam organis singulae 
functiones exerceantur ( ... »>: Communicationes, 1 (1969), p. 83. 
43. La Secretaría lamentaba el incumplimiento de las previsiones del M.P. Cum Iuris 
Canonjcj que publicó Benedicto XV «refrenare intendens inordinatam et subreptitiam acti-
vitatem legislativam SS. Congregationum, sed praescriptum -proh dolor- ad effectum 
deductum non est»: Communicationes, 14 (1982), p. 131. 
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distinguir entre la mayor o menor importancia de los asuntos: «insuper 
decisiones quaevis pontificia approbatione indigent»,señalaba su arto 
136. Las únicas excepciones contempladas en el arto citado habían sido 
previstas ya por la consto Sapienti consilio antes mencionada; es decir, 
las decisiones adoptadas por los Jefes de los Dicasterios con un mandato 
especial y las sentencias de los tribunales pontificios. 
Llegamos así al momento de la promulgación del CIC de 1983. 
Como no es posible ahora un estudio más amplio de la capacidad norma-
tiva de la curia romana en relación con las aprobaciones pontificias (sólo 
pretendemos recordar aspectos elementales de esta problemática), bastará 
con mencionar brevemente las soluciones del CIC al respecto. Se trata de 
una materia específica que el CIC no regula expresamente, a causa de la 
remisión contenida en el C. 360 a la ley especial de la curia romana. 
La regulación de la capacidad normativa de los dicasterios de la curia 
romana en el CIC, se encuadra ante todo en el principio de la distinción 
de poderes formulado en el C. 135 § 1 con carácter general. Un desa-
rrollo de este criterio básico del gobierno eclesiástico consiste en la 
formalización de los actos legislativos y administrativos en el propio 
libro I del Código. Es patente que según la normativa allí contenida, la 
curia romana tiene capacidad para emitir actos administrativos generales 
(actos-norma) y particulares44• Respecto a su posible ejercicio de la 
potestad legislativa, hay que tener en cuenta el C. 30 en relación con el C. 
135 § 2. El C. 30 establece que quien goza solamente de potestad eje-
cutiva no puede dar decretos generales legislativos (cfr. C. 29) «a no ser 
en los casos particulares en que le haya sido esto concedido expresa-
mente por el legislador competente, conforme al derecho, y si se cum-
plen las condiciones establecidas en el acto de concesión». Por su parte, 
el C. 135 § 2 admite a contrario sensu, según la doctrina mayoritaria45, la 
delegación legislativa por parte de la autoridad suprema46. 
Es claro, por tanto, que no hay fundamento en el CIC para la 
potestad legislativa ordinaria de la curia romana. En el sistema codicialla 
44. Cfr. tits. lIT y N del libro 1. 
45. Un resumen de esa doctrina en V. GÓMEZ-IGLESIAS, lA «aprobaci6n especifica», 
cit. en nota 25, pp. 371 ss. 
46. «Potestas legislativa exercenda est modo iure praescripto, et ea qua in Ecclesia 
gaudet legislator infra auctoritatem supremam, valide delegari nequit, nisi aliud iure expli-
cite caveatur; a legislatore. inferiore lex iuri superiori contraria valide ferri nequit»: c. 135 
§ 2. 
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intervención de los dicasterios de la curia (y más concretamente, de las 
congregaciones) en el ámbito legislativo sólo es posible mediante 
concesión expresa de poder legislativo para casos singulares por parte 
del legislador supremo, conforme al derecho y cumpliéndose las condi-
ciones previstas en el acto de concesión. 
Respecto al otro aspecto del problema que venimos examinando, el 
CIC nada establece sobre las aprobaciones pontificias de normas de la 
curia romana. Sin embargo, en el libro VII de Processibus el c. 1405 
menciona el tradicional expediente de la confirmación o aprobación en 
forma específica en relación con la aperitio oris, y señala una de las 
consecuencias típicas de este tipo de aprobaciones: «Ningún juez puede 
resolver sobre un acto o instrumento confirmado en forma específica por 
el Romano Pontífice, sin previo mandato del mismo». 
La doctrina próxima a la promulgación del CIC de 1983, refi-
riéndose a la ley peculiar de la curia romana, entonces no promulgada 
todavía, subrayaba los progresos contenidos en los nuevos cánones y 
expresaba el deseo de una regulación de las aprobaciones pontificias que 
resultara compatible, tanto con el esfuerzo formalizador del libro I del 
CIC, como también con las consecuencias propias del principio de 
distinción de poderes en el derecho canónic047• 
2. La discusión sobre el alcance del arto 18/b de la consto Pastor 
Bonus. Status quaestionis 
En el apartado precedente hemos querido recordar una serie de datos 
histórico-normativos que, a nuestro juicio, deben tenerse en cuenta para 
valorar el alcance del arto 18 de la const. Pastor Bonus. En particular, es 
necesario saber relacionar el arto 18tb de esta ley pontificia con los 
problemas teóricos y prácticos derivados del ejercicio del poder 
legislativo por parte de la curia romana; problemas que ya el citado M.P. 
Cum Iuris Canonici de Benedicto XV quiso solucionar en su momento, 
aunque con poco éxito. En este sentido, es necesario también valorar el 
47. Vid. por todos, P. LOMBARDfA, Comentario al tit. III «de decretis generalibus et de 
instructionibus», en «Código de Derecho Canónico», la ed. anotada. a cargo de P. LOM-
BARDfA y J.1. ARRIETA, Pamplona 1983, p. 85. 
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problema de las aprobaciones en forma común yen forma específica en 
relación con los actos normativos de la curia. 
Estos dos aspectos del problema (normas de la curia y aprobaciones 
pontificias) son regulados conjuntamente por vez primera en el arto 18 de 
la consto Pastor Bonus, que establece 10 siguiente: 
«Han de someterse a la aprobación del Sumo Pontífice las deci-
siones de mayor importancia, con excepción de aquellas para las que se 
hayan atribuido a los Jefes de los dicasterios especiales facultades, y 
exceptuadas también las sentencias del Tribunal de la Rota Romana y del 
Supremo Tribunal de la Signatura Apostólica dictadas dentro de los 
límites de su respectiva competencia. 
»Los Dicasterios no pueden dictar leyes o decretos generales con 
fuerza de ley ni derogar las prescripciones del derecho universal vigente, 
a no ser en casos singulares y con aprobación específica del Sumo 
Pontífice. 
»Téngase por norma constante no hacer nada importante y extra-
ordinario que no haya sido antes comunicado por los Jefes de los dicas-
terios al Sumo Pontífice». 
El artículo citado establece en primer lugar que solamente las deci-
siones curiales de mayor importancia requieren aprobación pontificia. 
Esta determinación constituye una novedad respecto de la consto Regi-
mini Ecclesiae Universae, aunque ya estaba prevista en anteriores nor-
mas sobre la curia romana48. No hay novedad a propósito de las excep-
ciones a la aprobación pontificia, ni tampoco en la exigencia de la previa 
comunicación al Papa de los asuntos importantes y extraordinarios. 
En cambio, el segundo apartado de la norma que comentamos (lo 
citaremos como arto 18/b, aunque el arto no esté dividido en números ni 
parágrafos independientes), ha dado lugar a diversas interpretaciones en 
el escaso tiempo transcurrido desde la promulgación de la const. Pastor 
Bonus. 
Lo discutido no es, obviamente, la posibilidad de que los dicasterios 
relajen la aplicación del derecho vigente a través de actos administrativos 
singulares (por ejemplo, a través de la concesión de dispensas), sino el 
alcance de la potestad legislativa (general) de los dicasterios, tal como es 
regulada en el arto 18/b. 
48 . Vid. el texto citado en nota 31. 
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Una primera postura doctrinal entiende que el art. 18/b aplica al 
gobierno de la curia romana las previsiones del CIC (más concretamente 
el c. 30) sobre la delegación legislativa. Marzoa, por ejemplo, considera 
el contenido del art. 18/b como una «repetición, acaso incluso innece-
saria» del CIC49. Además de ésta y otras alusiones incidentales al pro-
blema, contenidas en los escritos de los autores, es el prof. Urrutia quien 
ha desarrollado esta tesis con más extensión. Para este autor la «apro-
bación específica» del arto 18/b de la const. Pastor Bonus no se identifica 
con el instituto de la aprobación o confirmación pontificia en forma 
específica. Tampoco se alude allí a una delegación a favor de un dicas-
terio cuya ejecución es aprobada después por el Papa en forma espe-
cífica. Lo que expresa el arto 18/b es simplemente una concesión de 
potestad legislativa al dicasterio, equiparable con el instrumento de la 
delegación. Como los dicasterios de la cUlia carecen de potestad legisla-
tiva, la única vía para que puedan emitir normas legislativas es la 
atribución específica de potestad por el Papa. Para el autor citado, la 
«aprobación» del art. 18/b significaría, por tanto, la capacidad atribuida 
al dicasterio para poner un acto legislativo futuro, y el adjetivo «especí-
fica» haría referencia a la singularidad de los casos. Mediante la aproba-
ción específica los dicasterios podrían publicar normas legislativas y 
derogar en casos singulares el derecho universal vigente. El régimen 
jurídico de las normas emitidas en virtud del art. 18/b sería en todo caso 
el de la legislación delegada, y tales normas no podrían considerarse 
pontificias, sino atribuibles al dicasteri05o• 
Esta interpretación del art. 18/b tiene el atractivo de su sencillez, 
porque en apariencia resulta coherente con el sistema codicial, al incluir 
el poder legislativo de los dicasterios en el marco exclusivo de la 
delegación. Sin embargo, plantea a nuestro juicio algunas dificultades 
para poder ser aceptada. 
49. Cfr. A. MARZOA, Protección penal del Sacramento de la penitencia y de los dere-
chos de losjieles (Decreto general de la Congregación para la Doctrina de la Fe, 23./X.88), 
en «Ius Canonicum,. , 30 (1990), p. 168, nota 5. 
50. Cfr. F.J. URRUTIA, Quandonam habeatur approbatio ,<in fonna specifica», en 
«Periodica», 80 (1991), pp. 3-17 (especialmente, pp. lO, 11, 13); ID., « . . . atque de speci-
jica approbatione Summi Pontificis» (Const. Ap. "Pastor Bonus», arto 18), en «h.evista 
Española de Derecho Canónico», 47 (1990), pp. 543·561 (especialmente, pp. 553-555). 
Se adhiere a su tesis de no identificar la aprobación del art. 18/b con la confirmación en 
forma específica, J.-B. D'ONORIO, Le Pape et le Gouvernement de l'Église, cit., en nota 22, 
p. 117. 
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Tal como ha sido propuesta esta opinión doctrinal no valora expre-
samente los problemas de seguridad jurídica y buen gobierno planteados 
en este siglo a propósito de la actividad nonnativa de la curia en relación 
con las aprobaciones pontificias. Estos problemas, que hemos querido 
recordar en el apartado precedente, se manifestaron ya con el incum-
plimiento de las previsiones contenidas en el M.P. Cum Iuris Canonici 
de Benedicto XV, nonna que conviene tener muy en cuenta en esta 
materia como precedente del arto l8fb51. 
Pero además de su olvido de los datos a tener en cuenta, la inter-
pretación examinada es difícil de aceptar porque no parece compatible 
con el tenor literal del art. l8/b de la const. Pastor Bonus, y tampoco 
refleja adecuadamente el contenido del C. 30 del CIC. No refleja el con-
tenido del C. 30 porque esta nonna establece como importante límite para 
la delegación legislativa que se cumplan «las condiciones establecidas en 
el acto de concesión», cláusula que no es asumida por el art. l8/b. 
Además, el arto l8/b habla literalmente de una «aprobación», y, a pesar 
de que la tenninología canónica sobre los controles administrativos no 
siempre ha sido unívoca52, no hay bases en la legislación canónica que 
pennitan hacer equivalente aquel ténnino con los vocablos expresivos 
del instituto de la delegaci6n53 . La delegación constituye un título 
51 . En este sentido, cfr. E. LABANDEIRA, Clasificación de las normas escritas canó-
nicas, en «Ius Canonicum», 29 (1989), pp. 687 Y 688; A. VIANA, La potestad, cit. en nota 
36, pp. 97 Y 102; T. RINCÓN, El decreto de la Congregación para el Clero sobre acumu-
lación de estipendios (22.11.1991). en «Ius Canonicum», 31 (1991), pp. 630-631, 635; V. 
GÓMEZ-IGLESIAS, La «aprobación especifica», cit. en nota 25, pp. 364 ss. y passim. 
52. Así, en la equivalencia frecuente entre «confirmación» y «aprobación»: cfr. nota 
26 in fine. «Ein in juristischer Hinsicht wesentlicher Unterschied besteht zwischen den 
rechtsbegrUndenden und rechtsbekriiftigenden Handlungen. FUr die letzteren kornmen als 
FachausdrUcke approbatio bzw. approbare und confirmatio bzw. confirmare in Betracht»: 
K. MORSDORF, Die Rechtssprache des Codex luris Canonici, reimpr. de la ed. de 1937, 
Paderborn 1967, p. 85. 
53. Como son, por ejemplo, los términos «delegatio», «cornmissio», «mandatum»: 
cfr. K. MORSDORF, op. cit., pp. 109, 107 ss . y 108, respectivamente. Incluso cita el autor 
los términos impropios de «permissio», «consensus» y «licentia» (p. 109), tal como se 
utilizaban en alguna ocasión por el CIC de 1917; pero no aduce ningún ejemplo de 
equivalencia entre aprobación (confirmación) y delegación. Respecto al derecho vigente, 
no hay ni un solo caso en los 47 cánones que utilizan el término «approbatio» y sus 
derivados verbales (cfr. H. ZAPP, Codex luris Canonici. Lemmata-Stichwortverzeichnis, 
Freiburg im Br. 1986, pp. 54 Y 55) que fundamente la equivalencia entre aprobación y 
delegación. En cambio, bastantes cc. expresan el juicio de legitimidad u oportunidad del 
superior, que es típico de la aprobación, referido a estatutos y otras normas: cfr. cc. 237 § 
2,314,496,505,587 § 2,595 § 1, 1232 § 1, Y sobre todo los cc. 338 § 1 (aprobación 
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canónico que pennite ejercer la potestad en uno o varios supuestos de 
futuro; en cambio, la aprobación supone un acto ya puesto, aunque no 
resulte jurídicamente eficaz hasta el resultado positivo de la aprobación. 
La delegación es, por tanto, una intervención de la autoridad en el 
momento anterior a la producción del acto; la aprobación es posterior, y 
su concesión implica la eficacia jurídica del acto ya complet054. 
Si la aprobación mencionadaen el art. 18/b es una verdadera apro-
bación, resulta difícil concluir que el legislador haya pensado en un ex-
pediente diverso de la aprobación en fonna específica cuando ha querido 
añadir el calificativo «specifica» al sustantivo «approbatio». Nótese ade-
más que la expresión se emplea precisamente en una nonna referida a la 
curia romana, en un artículo concretamente referido a Jos controles pon-
tificios sobre actos de la curia. Se trata por tanto de un ámbito típico para 
la distinción entre aprobaciones en fonna común y en fonna específica. 
En efecto, otros autores entienden que el art. 18/b de la const. 
Pastor Bonus alude al tradicional expediente de la aprobación en fonna 
específica, aplicado aquí como instrumento de control pontificio sobre 
decretos generales de la curia con vocación legislativa e incluso dero-
gatoria de lo establecido por el derecho universal55 . Como los dicas-
terios carecen de potestad legislativa ordinaria (así lo establece el propio 
arto 18/b), sólo cabe la delegación del c. 30 en relación con el c. 135 § 2, 
o bien la aprobación en fonna específica del decreto presentado al Papa y 
pontificia de los decretos de un Concilio Ecuménico) y 341 § 1 (referido al mismo 
supuesto). 
54. F.J. URRUTIA afirma que el art. 181b de la const. Pastor Bonlls prevé una actividad 
pontificia respecto de un acto de futuro y que, por consiguiente, la «aprobación específica» 
del citado art. equivale a una delegación (<<Agitur scilicet de approbatione quae et quatenus 
continetur in facto concessionis potestatis quam Dicasterium non habet, et a S.P. postulat. 
Concedendo facultatem petitam S.P. «approbat» quod Dicasterium possit actum, de quo 
agatur, ponere, et hoc sensll et ipsum actum approbat. Actum scilicet ponendum, non vero 
actum iam positum»: Quandonam habealur, cit. en nota 50, p. 11). El ilustre y admirado 
profesor de la Gregoriana confunde aquí, a mi modesto juicio, la autorización previa que es 
consecuencia de la actividad prevista en el art. 18/c, con la actividad pontificia del art. 
181b. En efecto, como consecuencia de la obligación impuesta por el arto 18/c de comunicar 
al Papa cualquier proyecto extraordinario o importante (y el supuesto del art. 181b induda-
blemente lo es), el Pontífice podrá conceder la autorización para que el dicasterio prepare el 
acto. Una vez completo, si se pretende dictar un decreto general legislativo o derogar las 
prescripciones del derecho universal vigente el acto será sometido a la aprobación 
específica papal (art. 18/b), antes de su publicación. La publicación incluirá, tanto el acto 
del dicasterio como también la aprobación pontificia. 
55. Vid. la opinión de todos los autores citados en la nota 51 de este estudio. 
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todavía no eficaz (art. 18/b), para que ese acto de la curia pueda tener 
virtualidad o alcance legislativo. Esta ratificación pontificia no es, por 
tanto, un simple visto bueno, ni una mera licencia para actuar, sino que 
supone una suficiente y completa valoración del supuesto de hecho por 
parte del Papa. En esa valoración se incluye el conocimiento papal de la 
posible incompatibilidad del decreto sometido a aprobación con la 
legislación universal vigente. Una vez concedida la aprobación espe-
cífica, el acto del dicasterio y la aprobación papal se publican conjunta-
mente, de tal manera que ambas actuaciones vienen a integrar un acto 
complejo o mixt056. En cualquier caso, según el alcance tradicional de 
las aprobaciones en forma específica, los efectos jurídicos del acto así 
aprobado son de naturaleza legislativa y se equiparan canónicamente con 
los que son propios de los actos pontificios. 
Para esta postura doctrinal, en resumen, el art. 18/b establece un 
cauce para la intervención de los dicasterios en el ámbito legislativo que 
es diverso del previsto en los cc. 30 y 135 § 2 del Cle. Un cauce nuevo 
en comparación con el CIC, pero no sin precedentes canónicos, si se 
recuerda el procedimiento previsto por el M.P. Cum Iuris Canonici. 
La praxis normativa posterior a la entrada en vigor de la consto 
Pastor Bonus ha confirmado esta segunda interpretación de su arto 181b. 
El decreto Mas iugiter de la Congregación para el Clero de 22.II.1991 
sobre acumulación de estipendios de Misas57, establece en su arto 2 una 
excepción a la regla general prevista en el c. 948. Por este motivo, el 
Romano Pontífice aprobó en forma específica -«in forma specifica 
approbavit», dice literalmente la cláusula final58- el texto del decreto 
56. La categoría del acto complejo o mixto, bien conocida por los cultivadores del 
derecho administrativo, se corresponde con el significado general de la aprobación. 
«L'approbatio est un acte mixte qui engage aussi bien l'autorité qui a émis l'acte que ceHe 
qui l'a approuvé»: J.-B. D'ONORIO, Le Pape, cit. en nota 22, p. 242. 
57. Cfr. AAS, 83 (1991), pp. 443-446. 
58. «Summus Pontifex Ioannes Paulus n, relati Decreti normas in forma specifica die 
22 iannuarii 1991 approbavit, easque promulgare et vigere iussit». 
La cláusulaes.por sí misma claramente expresiva de una aprobación pontificia en forma 
específica. En tal sentido, T. RINCÓN, El decreto, cit. en nota 51, p. 639; V. GÓMEZ-
IGLESIAS, La «aprobación especfjica», cit. en nota 25, pp. 400 ss. 
En cambio, J. MANZANARES, remitiéndose a la opinión de F.J. URRUTIA repetidamente 
citada en estas páginas, concluye que en el decreto Mas iugiter «approbatio haec specifica 
'non est approbatio in forma specifica', sed est delegatio potestatis ut Dicasterium ponere 
possit actum 'specificum' quem in hoc casu singulari Dicasterium, emanare intendit quem 
secus emanare non posset, quique actum ponit sub responsabilitate et discretionalitate 
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elaborado por la Congregación, tras haber autorizado a ésta para que 
llevara a cabo una amplia consulta previa a la emisión del decreto. Se 
trata, en resumen, de una norma de un dicasterio de la curia romana con 
alcance legislativo, innovador del CIC, en virtud de la aprobación en 
forma específica prevista en el arto 181b. 
Sin embargo, con las opiniones examinadas no se completa todavía 
el status quaestionis sobre la interpretación del art. l8/b de la const. 
Pastor Bonus. 
En efecto, una tercera postura, representada por el prof. Gómez-
Iglesias, coincide con la anterior en señalar que el contenido del arto l81b 
no se debe reconducir al instituto de la legislación delegada. Señala el 
autor -y su opinión merece ser particularmente considerada, dado su 
conocimiento de la materia59- que la aprobación específica del art. l8/b 
es equivalente a la tradicional confirmatio in forma specifica o ex certa 
scientia60• El art. l8/b establece una solución al problema de la interven-
ción de los dicasterios en el ámbito legislativo que se corresponde histó-
ricamente con el procedimiento previsto por el M.P. Cum [uris Cano-
nici, del que el arto l81b viene a ser una «versión actualizada»61. 
Sin embargo, para Gómez-Iglesias la virtualidad del art. l8/b no 
consiste en establecer dos cauces independientes para la potestad legis-
lativa de la curia romana: la vía del c. 30 del CIC (legislación delegada) y 
la del propio art. l8/b (legislación por aprobación pontificia en forma 
específica). Para este autor, en cambio, «el parágrafo 2 del artículo 18 
establece, teniendo en cuenta la complejidad de la colaboración de la 
curia romana en el munus petrinum, una condición mínima, requerida en 
todo caso, para que los Dicasterios, en casos singulares, puedan emitir 
leyes o decretos generales con fuerza de ley o derogar prescripciones del 
derecho universal vigente: la 'aprobación específica'»62. Es decir, ade-
ipsius Dicasteri»: De stipendio pro missis ad intentionem «collectivam» celebratis iuxta 
decretum «Mos iugiter», en "Periodica», 80 (1991) p. 588. Esta opinión no es compatible 
con la literalidad de la fórmula de aprobación empleada por el decreto, que textualmente nos 
dice: "in forma specifica ( ... ) approbavit». 
5 9 . Además de los estudios del autor citados en estas páginas he podido consultar su 
voluminosa tesis doctoral en Derecho titulada El Primado romano: la revisión de sus actos 
y la «aperitio oris», Pamplona 1985, donde trata por extenso de las confirmaciones pon-
tificias . 
60 . Cfr. V. GÓMEZ-IGLESIAS, La «aprobación específica», cit. en nota 25, p. 389. 
61 . Cfr. ibid. , p. 402. 
62 . [bid., p. 407. 
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más del procedimiento implícito en el arto 18/b (el dicasterio estudia el 
problema tras haber hecho las consultas pertinentes, elabora el decreto y 
lo somete a la aprobación específica del Papa), cabría también la posi-
bilidad de que el Papa, en casos particulares, ad normam iuris, motu 
proprio o a petición del dicasterio interesado, concediera previa y ex-
presamente al dicasterio la potestad necesaria para emitir una norma 
legislativa, según lo previsto en los cc. 30 y 135 § 2. Pues bien, para 
Gómez-Iglesias, además del cumplimiento de las condiciones que el 
Papa establezca en el acto de concesión, será necesario también en este 
caso, por imperativo del arto 18/b, la aprobación específica posterior de 
la norma correspondiente. 
Una objeción que puede oponerse a esta postura doctrinal es la 
observación de que el ejercicio de la delegación no exige teóricamente 
ningún control posterior, diverso de la misma atribución de potestad al 
delegado. Si el delegado actúa siempre en virtud de una habilitación 
previa a la formación del acto, no parece necesaria ni oportuna una ratifi-
cación posterior. Gómez-Iglesias alude, sin embargo, a dos supuestos 
previstos en el CIC, que exigen un control administrativo posterior al 
acto emitido con potestad legislativa delegada63. El primero es el caso de 
las conferencias episcopales cuando emiten un decreto general legislativo 
en virtud de un mandato especial de la Santa Sede: en tal supuesto se 
requiere para la validez del decreto la recognitio posterior de la Santa 
Sede64. El segundo caso es la ratificación pontificia prevista en el c. 343 
en la hipótesis de que el Sínodo de los Obispos emita un decreto con 
base en una previa concesión de potestad deliberativa por el Papa. En 
ambos ejemplos, el delegante ejerce «una función controladora respecto 
de la actuación y actos concretos del delegado»65. Es decir, trasladando 
esta interpretación al art. 18/b de la const. Pastor Bonus, lo que el 
Romano Pontífice aprobaría en forma específica no sería obviamente su 
propio acto de delegación, sino la actuación del dicasterio, la ejecución 
de la delegación. 
Hasta aquí el status quaestionis sobre el alcance del arto 18/b de la 
const. Pastor Bonus, que hemos intentado resumir con fidelidad, aunque 
es muy posible que el propósito sistematizador haya dejado en la 
63. Cfr. ibid., pp. 411 ss. 
64. Cfr. c. 455 §§ 1 Y 2. 
65. V. GÓMEZ-IGLESIAS, La «aprobación especifica», cit., p. 410. 
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penumbra diversos matices que se encuentran en las opiniones referidas 
y que deberían haber sido valorados con mayor detenimiento. Teniendo 
en cuenta la diversidad de opiniones en la doctrina científica, el alcance 
del arto 18/b deberá deducirse también de la misma praxis del gobierno 
central de la Iglesia. De ahí el interés en conocer las posibles novedades 
contenidas en el nuevo Reglamento de la curia sobre la elaboración de 
los actos de gobierno de los dicasterios y las aprobaciones pontificias. 
3. Las soluciones del Reglamento General de la curia romana 
Las disposiciones del Reglamento sobre la actividad de gobierno de 
la curia romana y las aprobaciones pontificias en forma específica se 
localizan en el título VI (arts. 107-113) de la 2a parte, denominado 
«competencia y tareas de los dicasterios». También se encuentran 
algunas normas de interés para nuestra materia en el título VIII, dedicado 
a la «preparación y publicación de los documentos» (arts. 115 y 116). 
Es la primera vez que se regulan con cierto detalle estos aspectos 
sobre el concreto procedimiento a seguir en la preparación de las normas 
y otros documentos de la curia. Por vez primera también se promulgan 
disposiciones concretas sobre la formalización de las aprobaciones 
pontificias en forma específica, materia que anteriormente tenía que ver 
más bien con la praxis del gobierno central y la doctrina de los autores. 
En una primera aproximación al contenido de estas normas cabe 
destacar la descripción de la competencia general de los dicasterios en el 
art. 107 del Reglamento, mejor redactado que el art. 13 de la const. 
Pastor Bonus, y el expreso mandato de que todas las cuestiones sean 
tratadas observando el derecho universal, las disposiciones especiales 
sobre la curia, y las normas reglamentarias de cada dicasterio (art. 108). 
En cuanto a la preparación de los documentos, la naturaleza jurídica 
del proyecto es determinada en primera instancia por el dicasterio que 
comienza a elaborarl066. Si se trata de alguna cuestión «extraordinaria» 
el dicasterio deberá haber informado antes al Papa, según establece el 
art. 111 § l. Tras un primer examen a cargo del dicasterio, el proyecto 
podrá ser enviado a otros dicasterios para eventuales observaciones y 
también a los organismos episcopales o algunos obispos particularmente 
66. Cfr. art. 115 §§ 2 Y 3 del Reglamento. 
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interesados en la materia. En el caso de materias que afecten a la doctrina 
de fe y costumbres, es preceptivo el dictamen de la Congregación para la 
Doctrina de la Fe67. 
El Reglamento reconoce expresamente la capacidad de los dicas-
terios para emitir decretos generales ejecutorios e instrucciones, según 
los cc. 31-34 del CIC68. En rigor no era necesaria esta detenninación, 
teniendo en cuenta la potestad vicaria, administrativa (judicial, en el caso 
de los tribunales) y general que corresponde a la curia. En cualquier 
caso, la nonna reglamentaria se refiere a los «dicasterios» y no sola-
mente a las congregaciones. De esta manera se expresa que la potestad 
administrativa general corresponde también a dicasterios diversos de las 
congregaciones; por ejemplo, algunos Consejos pontificios, dentro de su 
competencia69. También conviene tener en cuenta que pueden ser 
elaborados documentos y nonnas interdicasteriales en las materias que 
son competencia de varios dicasterios7o• 
Continuando con el examen del procedimiento establecido, si el 
proyecto preparado por el dicasterio responde a las características de un 
decreto general ejecutorio, debe ser transmitido al Consejo Pontificio 
para la Interpretación de los Textos Legislativos, con el fin de que pueda 
valorarse su congruencia con el derecho vigente y su formalización 71. 
Cabe observar, en efecto, que tanto los decretos generales ejecutorios 
como también las instrucciones son nonnas administrativas estrictamente 
infonnadas por el principio de leg~lidad, de manera que carecen de todo 
valor si son incompatibles o contrarias a las leyes, incluso aunque se 
publiquen en directorios o documentos de otro nombren. Por eso es 
muy conveniente el dictamen técnico y especializado del mencionado 
Consejo pontificio. Creo que hubiera sido muy oportuno no limitar la 
función asesora del Consejo a los proyectos de decretos generales 
ejecutorios e instrucciones, y extenderla también expresamente a los 
casos en los que se pretendiera la aprobación en forma específica de una 
nonna con vocación legislativa. En las disposiciones del Reglamento 
67. Cfr. para todo este procedimiento el art. 115 §§ 4 Y 5. 
68. Cfr. art. 109,§ l. 
69. Sobre esta materia, cfr. A. VIANA, La potestad, cito en nota 36, pp. 93 Y 94. 
70. Cfr. arto 115 § 1 del Reglamento. 
71. Cfr. arts. 109 y 115 § 5 del Reglamento, en relación con el art. 156 de la consto 
Pastor Bonus. 
72. Cfr. cc. 33 § 1 Y 34 § 2. 
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nada se establece sobre la intervención del Consejo para la Interpretación 
de los Textos Legislativos eh tales casos (aunque podría entenderse ya 
prevista implícitamente en la remisión del art. 116); pero, si así se 
procediera, el Pontífice podría contar con la ayuda del oportuno dictamen 
del Consejo al realizar el examen típico de la aprobación en forma 
específica. 
Una vez elaborado el documento, tras las necesarias consultas, 
dictámenes y enmiendas, llega el momento de someterlo a aprobación del 
Papa, en cumplimiento de la previsión contenida en el art. 18/a de la 
const. Pastor Bonus, que exige la aprobación pontificia de las decisiones 
curiales más importantes, salvo aquellas para las que se hayan atribuido 
facultades especiales previas a los Jefes de los dicasterios y excep-
tuándose también las sentencias de los tribunales pontificios73. 
Como ya hemos señalado, el Reglamento actual es la primera norma 
que regula con carácter general el procedimiento a seguir en las apro-
baciones pontificias en forma específica (el precedente del M.P. Cum 
¡uris Canonici no distinguía entre aprobaciones comunes y específicas). 
Lo primero que cabe plantearse es cuándo, en qué supuestos, se requiere 
la aprobación en forma específica de un acto de la curia. Determinada 
esta cuestión, podrá entenderse que, fuera de tales supuestos, la aproba-
ción solicitada y en su caso concedida, lo será en forma común. 
La respuesta a este interrogante no está taxativamente contenida en 
las normas del Reglamento. Es, por tanto, el propio dicasterio quien 
deberá valorar la importancia del supuesto de hecho y solicitar la apro-
bación común o específica. Con todo, un caso que requiere siempre la 
aprobación específica papal es el previsto en el art. 18/b de la const. 
Pastor Bonus, cuyo contenido se repite en el arto 109 § 2 del Reglamento 
con algunas modificaciones. Esta última norma dispone, en efecto, que 
«los dicasterios no pueden emanar leyes y decretos generales del can. 29 
del Código de Derecho Canónico, ni derogar las disposiciones del 
derecho establecido por el Sumo Pontífice sin su aprobación específica. 
Pueden, en cambio, conceder dispensas en casos singulares, según la 
norma del derecho». 
La redacción de la norma textualmente citada no resulta plenamente 
satisfactoria. Aparte de la referencia innecesaria al poder de dispensa en 
73. Cfr. también art. 111 §§ 1 Y 2 del Reglamento. 
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una norma dedicada a la potestad legislativa, y sin valorar ahora el 
cambio de «derecho universal vigente» (art. 18tb de la const. Pastor 
Bonus) por «disposiciones del derecho establecido por el Sumo Pontí-
fice», el art. 109 § 2 del Reglamento omite un importante límite esta-
blecido para estos supuestos por el arto 18tb de la const. Pastor Bonus. 
Se trata del límite de la singularidad de los casos: «nisi in singulis 
casibus», señala el art. 18tb74. En la práctica, esta omisión no producirá 
especiales problemas, porque la aprobación en forma específica, precisa-
mente por su carácter singular, no puede otorgarse para casos generales 
(a diferencia de la delegación). Sin embargo, tratándose de una materia 
tan delicada como es el ejercicio de la potestad legislativa central, bien 
podría haberse incluido el límite referido, al menos para prevenir y no 
estimular una excesiva intervención de los dicasterios en el ámbito 
legislativo. 
Señalábamos antes que el supuesto previsto en ambas normas (art. 
18tb de la const. Pastor Bonus y art. 109 § 2 del Reglamento) exige 
siempre la aprobación papal en forma específica. Es posible que la 
primera interpretación del arto 181b, resumida en el apartado precedente, 
siga afirmando que la «aprobación específica» equivale a una delegación 
pontificia y no a la aprobación en forma específica. A nuestro juicio, tal 
interpretación es todavía más difícil de admitir a raíz de la publicación del 
Reglamento de la curia. Por una parte, la regulación del procedimiento 
para las aprobaciones en forma específica (art. 110, cuyo contenido 
valoraremos inmediatamente) se manifiesta en conexión temática con el 
contenido del art. 109. Por otra parte, no se entendería el fundamento de 
esta nueva regulación de las aprobaciones en forma específica en el art. 
110 del Reglamento si no se aplicara a los casos en que los dicasterios 
pretendan emitir una norma legislativa o derogar las disposiciones del 
derecho pontificio. En efecto, habría que preguntarse por la utilidad de la 
nueva reglamentación si no fuera aplicable a la manifestación más 
importante de la potestas regiminis que es la potestad legislativa y se 
limitara a actos administrativos generales o particulares (para los que 
existe además el expediente de la aprobación en forma común). 
74. Recordemos el texto del art. 18/b de la const. Pastor Bonus: «Dicasteria leges aut 
decreta generalia vim legis habentia ferre non possunt nec iuris universalis vigentis 
praescriptis derogare, ni si in singulis casibus atque de specifica approbatione Summi 
Pontificis» . 
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En resumen, las disposiciones del nuevo Reglamento de la curia 
romana confirman, a mi juiCio, que la aprobación específica del arto 18/b 
de la consto Pastor Bonus equivale a la aprobación papal en forma 
específica de actos de la curia con vocación legislativa. 
El dicasterio debe solicitar al Papa la aprobación en forma específica: 
a) por escrito, b) expresando los motivos, c) presentando el proyecto 
definitivo, y d) especificando, en su caso, las pretendidas derogaciones 
al derecho universal vigente. Estos requisitos formales establecidos en el 
arto 110 § 1 del Reglamento deben observarse cuando el dicasterio pida 
al Papa la aprobación en forma específica «di un su075 atto ammi-
nistrativo». Entiendo, sin embargo, por las razones apuntadas más arri-
ba, que tales requisitos procedimentales se exigen también en los casos 
del arto 109 § 2 del Reglamento; es decir, cuando el dicasterio pretenda 
emanar leyes o decretos generales del C. 29 o derogar las prescripciones 
del derecho universal vigente a través de una norma legislativa. Con-
viene recordar además que el acto que se somete a aprobación no es 
propiamente un acto jurídico eficaz -con la eficacia jurídica propia de las 
aprobaciones ex certa scientia- mientras no sea aprobado y se publique 
conjuntamente con la aprobación 
El arto 110 § 2 del Reglamento aplica también por analogía los 
requisitos de procedimiento establecidos en su § 1, y que acabamos de 
resumir, a los casos en que un dicasterio pretenda obtener del Papa un 
mandato especial para actuar de manera diversa a lo que establece el 
derecho. Hay que tener en cuenta que las decisiones adoptadas en virtud 
de un mandato especial del Papa están excluidas en principio de las 
aprobaciones pontificias 76, porque responden al sistema de la dele-
gación. Sin embargo, es novedad del Reglamento la previsión de que el 
documento elaborado con un previo mandato especial del Papa pueda ser 
sometido, antes de su publicación y siempre que se intente actuar de 
manera diversa a la establecida por el derecho, a la aprobación en forma 
específica del Papa 77. Si se admite la opinión expresada por Gómez-
75. Del dicasterio, obviamente. 
76. Cfr. arts. 18/a de la const. Pastor Bonus y III § 2 del Reglamento. 
77 . Esta posibilidad se deduce del contenido del art. 110 § 2 del Reglamento: 
«Analoga richiesta (se refiere a la petición de aprobación en forma específica regulada en el 
art. 110 § 1) deve essere fatta qualora un Dicastero ritenga opportuno chiedere al Sommo 
Pontefice speciale mandato per seguire Uha procedura diversa da quella stabilita dal diritto. 
Anche in tal caso pero le conclusioni non possono essere considerate approvate in forma 
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Iglesias y resumida más arriba, los documentos de la curia elaborados en 
virtud de un previo mandato especial y con vocación legislativa, deberian 
recibir siempre la aprobación en forma específica, pues según aquella 
opinión, esa aprobación es un requisito mínimo, exigible en todo caso 
para que los dicasterios puedan publicar leyes o decretos generales 
legislativos o derogar las prescripciones del derecho universal vigente. 
En todos los casos en que el dicasterio pretenda una aprobación en 
forma específica, el documento ya completo debe ser trasladado al Papa, 
con el fin de que lo pueda examinar personalmente y transmitir con 
posterioridad su decisión positiva o negativa. Esta determinación estable-
cida por el arto 110 § 3 del Reglamento se corresponde con la configu-
ración tradicional de la actividad pontificia en las aprobaciones en forma 
específica, que implican siempre una intervención personal del Pontífice 
valorando y asumiendo el contenido del documento, en el caso de que 
decida conceder la aprobación. Por eso los efectos jurídicos del acto 
aprobado en forma específica se equiparan canónicamente a los que se 
seguirian si el acto hubiera sido emitido personalmente por el Papa. En 
este sentido, el arto 118 § 4 del Reglamento establece rotundamente que 
no cabe recurso contra actos aprobados por el Papa en forma 
específica 78. 
Para terminar este comentario exegético del Reglamento, no puede 
dejar de señalarse el interés y la importancia del art. 110 § 4: «para que 
conste la aprobación en forma específica se deberá decir explícitamente 
que el Sumo Pontífice informa specifica approbavit». 
El Reglamento adopta aquí como cláusula-tipo de las aprobaciones 
en forma específica la fórmula ya utilizada por el decreto de la Congre-
gación para el Clero sobre estipendios de Misas (22.II.1991), citado 
specifica, a meno che siano poi sottoposte al Sommo Pontefice e da lui approvate in tale 
fonna» (el subrayado es nuestro). 
78. «Non si da mai ricorso contro atti approvati dal Sommo Pontefice in forma 
specifica». El texto no recoge la excepción de la aperitio oris del c. 1405 § 2, que supone 
un previo mandato del Papa al juez para que éste pueda resolver sobre un acto o instrumento 
confirmado en forma específica. Sin embargo, el art. citado se remite en nota, a los cc. 
1405 § 2 Y 333 § 3 del CIC (y sus paralelos en el CCEO: cc. 1060 § 3 Y 45 § 3). La 
referencia al c. 333 § 3 subraya la equiparación de efectos jurídicos entre los actos 
aprobados en forma específica y los actos personales del Pontífice, porque el c. 333 § 3 
dispone que «no cabe apelación ni recurso contra una sentencia o un decreto del Romano 
Pontifice. » 
EL REGLAMENTO GENERAL DE LA CURIA ROMANA (4.II.1992) 529 
anteriormente79. El art. 110 § 4 del Reglamento es importante y tiene 
interés, no sólo porque responde a la vieja y sentida aspiración de la 
doctrina canónica a una mayor claridad y rigor en las normas y en la 
praxis de las aprobaciones pontificias (praxis no siempre expresiva de un 
buen gobierno central, y que llevó incluso a un ilustre canonista a 
rechazar de lege ferenda el instrumento de las aprobaciones pontificias de 
actos normativos de la curia80); no sólo, decíamos, consiste en eso el 
interés del art. 110 § 4 del Reglamento, sino también en que establece 
una presunción de que las aprobaciones pontificias de actos de la curia 
han de considerarse en forma común, y por consiguiente los dicasterios 
asumen la autoría y consecuencias canónicas de los actos que publican, 
salvo que conste expresamente la aprobación específica papal según la 
cláusula referida. En otras palabras, esta norma reglamentaria potencia y 
promueve la responsabilidad de los dicasterios en el ejercicio de la 
potestad que el derecho les atribuye, al tiempo que garantiza la interven-
ción formal y personal del Romano Pontífice cuando así lo requiera el 
gobierno de la Iglesia universal. 
* * * 
Como conclusión general podemos afirmar que en la materia estu-
diada el nuevo Reglamento general de la curia contiene interesantes y 
valiosas novedades. Estas normas tienen consecuencias estimables en lo 
que se refiere a la formalización de los actos y procedimientos, el desa-
rrollo de la distinción de funciones en el gobierno central, y la siempre 
necesaria seguridad jurídica. No parece exagerado señalar también que el 
Reglamento supone un progreso, un paso adelante en la tarea de cons-
truir un derecho administrativo canónico verdaderamente sensible no 
sólo a las necesidades de los titulares del gobierno, sino también a la 
situación de los fieles destinatarios de las normas. 
79. Vid. notas 57 y 58. 
80. «Es necesario, sin embargo, advertir que la eficacia de estos cc. (se refería el autor 
a los cc. 29-34 del CIC de 1983) perdería en la práctica buena parte de su valor, si las 
autoridades dotadas de potestad legislativa refrendaran con su firma las disposiciones 
generales de los órganos administrativos. En este sentido, para que se superen definiti-
vamente situaciones del pasado, que originaron graves quiebras de la seguridad jurídica, 
sería muy oportuno que en las futuras normas relativas a la Curia Romana, se estableciera el 
principio de que los dicasterios asumen toda la responsabilidad de las disposiciones 
generales por ellos dictadas, prohibiéndoseles expresamente someterlas a la aprobación 
del Romano Pontífice» : P. LOMBARDfA, Comentario cit. en nota 47, p. 85. 
